
 

     
                                                                          

                        
 

SIGCMA 

Número Único  110016000000201802948-00 
Ubicación  46767 – 12  
Condenado PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRIQUEZ 
C.C # 52866917 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 9 de noviembre de 2022, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia 571 del 
DOCE (12) de OCTUBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022) por el término de 
cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a lo 
dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 15 de noviembre de 2022. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  110016000000201802948-00 
Ubicación  46767 
Condenado PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRIQUEZ 
C.C # 52866917 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 16 de Noviembre de 2022, se corre traslado por el término común 
de cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 
194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 21 de Noviembre de 2022. 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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Interposición Recurso de Apelación en contra del Auto Interlocutorio 571-2022 DE
12/10/2022 NI. 46767-12

Alfredo Rodríguez Montaña <alfredo@rodriguezmontana.net>
Vie 21/10/2022 3:43 PM

Para: Juzgado 12 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas
Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C. <ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Respetados señores 
JUZGADO DOCE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C

Respetados señores, reciban un cordial saludo. ALFREDO RODRÍGUEZ MONTAÑA,  actuando en
calidad de apoderado de PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ, me dirijo respetuosamente a
su honorable despacho con el fin de interponer el recurso de apelación en contra del Auto
Interlocutorio 571-2022 del doce (12) de octubre de dos mil veintidós el cual procederé a sustentar en
los términos establecidos por la ley.

Como quiera que mi representada no ha sido notificada respetuosamente solicito se proceda con la
notificación a PAOLA FERNANDA SOLARTE quien se encuentra privada de la libertad. 

Agradezco su amable atención y me encuentro atento a su confirmación de recibido.

Cordialmente

Alfredo Rodríguez Montaña

Abogado Penalista

Cra. 19A # 90-13, Oficinas 602 y 601

3163756549 - 2363378

http://rodriguezmontana.net/
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Señores 

JUZGADO 12 DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE BOGOTÁ D.C.  

ATT. JUZGADO 51 PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES DE 

CONOCIMIENTO DE BOGOTÁ D.C.  

Ciudad 

 

 

REFERENCIA 
 

 

Sustentación de recurso de apelación en contra de 
decisión de juez de ejecución de penas y medidas de 

seguridad que niega libertad condicional 
 

 
RADICADO  
 

 
110016000000201802948-00 
 

 
APELANTE 

 

 
ALFREDO RODRÍGUEZ MONTAÑA, actuando como 

defensor técnico de PAOLA FERNANDA SOLARTE 
ENRÍQUEZ 
 

 
CONDENADA 

 

 
PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ 

 

 

DECISIÓN 
OBJETO DE 
APELACIÓN 

 

 

Auto Interlocutorio 571-2022 del 12 de octubre de 2022, 
proferido por el Juzgado 12 de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad de Bogotá 

 

 

ALFREDO RODRÍGUEZ MONTAÑA, identificado como aparece al pie de mi 

firma, actuando en mi condición de defensor técnico de PAOLA FERNANDA 

SOLARTE ENRÍQUEZ, condenada al interior del proceso penal de la 

referencia por parte de su Despacho y actualmente persona privada de la 

libertad en detención domiciliaria, con el respeto acostumbrado acudo ante 

su Despacho a efectos de SUSTENTAR recurso de apelación en contra del 

Auto de Interlocutorio 571-2022 de 12 de Octubre de 2022 proferido por 

parte del Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá, por medio del cual negó el reconocimiento de la Libertad Condicional 

en favor de mi defendida, con fundamento en las consideraciones que a 

continuación se exponen. 
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I. CIRCUNSTANCIAS FÁCTICAS Y PROCESALES RELEVANTES 

 

Como consideraciones fácticas y procesales del caso, se proponen las 

mismas que fueron delimitadas en la solicitud inicial de reconocimiento de 

la Libertad Condicional, todas las cuales fueron verificadas y compartidas 

por parte del Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá en la decisión de primera instancia que aquí es objeto de apelación.  

 

II. CONSIDERACIONES PREVIAS: DELIMITACIÓN DE LA 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE ESTE RECURSO DE 

APELACIÓN 

 

El artículo 478 de la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) reza 

de la siguiente manera:  

 

ARTÍCULO 478. DECISIONES. Las decisiones que adopte el juez 

de ejecución de penas y medidas de seguridad en relación con 

mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la 

rehabilitación son apelables ante el juez que profirió la condena 

en primera o única instancia. (subrayas fuera del texto original). 

 

Siendo (i) que al interior de este proceso penal, su Despacho fue quien 

profirió la Sentencia Condenatoria de primera instancia en contra de mi 

defendida (providencia de fecha 21 de marzo de 2019), y (ii) que la 

providencia objeto de apelación hace referencia a una decisión adoptada por 

parte del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que conoce 

de este proceso penal, relacionada con mecanismos sustitutivos de la pena 

privativa de la libertad y la rehabilitación de mi defendida; se concluye que 

es Usted, Sr. Juez 51 Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de 

Bogotá, el competente para conocer de este recurso de apelación.   

 

III. DE LA PROVIDENCIA OBJETO DE APELACIÓN  
 

Tal como se delimitó en la Referencia de este documento, la providencia que 

por intermedio de este recurso es objeto de apelación es el Auto de 

Sustanciación 571-2022 del 12 de octubre de 2022 proferido por parte del 

Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá.  
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En esta providencia, el relacionado Juez de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Bogotá decidió (entre otras cosas) “Negar la concesión del 

beneficio de la libertad condicional a la señora PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ, por las razones expuestas en la parte emotiva de la presente 

providencia”.  

 

Las razones referidas en dicho fallo y en las que se fundamentó la decisión 

de negar la Libertad Condicional a favor de mi defendida se resumen a 

continuación.  

 

Inicia el Señor Juez de Ejecución de Penas, presentando un resumen de los 

hechos jurídicamente relevantes incluidos en la sentencia condenatoria en 

contra de mi representada, resaltando que mi representada fue favorecida 

por parte del juzgado que emitió la condena, con la detención domiciliaria 

vigilada por la Cárcel y Penitenciaría con alta y Mediana Seguridad de 

mujeres de Bogotá. Subrayando de igual forma que, conforme a las normas 

jurídicas que regulan el régimen de privación de la libertad, PAOLA 

FERNADA SOLARTE, se encuentra en régimen de mediana seguridad y 

gozando, por reunir requisitos, del beneficio de permiso de 72 horas.  

 

En aquello que tiene que ver con lo que denominaremos -otras 

determinaciones– el señor Juez hace, como corresponde, el reconocimiento 

de redención de pena por trabajo para un total de tres (3) meses y nueve 

punto setenta y cinco (9.75) días (que obviamente deben sumarse a todas 

las redenciones que han favorecida a mi representada por el cumplimiento 

de los fines resocializadores de la pena, al trabajar conforme lo establece la 

ley, durante todo el tiempo de su reclusión.   

 

A continuación, el Señor juez de ejecución de penas realiza un análisis de 

la interpretación legal y jurisprudencial de las normas para conceder la 

libertad condicional, sin mencionar ni referirse en concreto a mi defendida, 

y adicionalmente sin tener en cuenta algunas de las recientes decisiones de 

la Honorable Corte Suprema de Justicia, que ha realizado nuevas visiones 

sobre la valoración de la gravedad de la conducta para conceder la libertad 

condicional. Específicamente la decisión del 27 de julio de 2022 radicado 

61616, que le fue puesto de presente al señor juez de primera instancia.  

 

Finalmente, al valorar el caso concreto de PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRIQUEZ, en frente de los requisitos legales para la procedencia de la 
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libertad condicional, indica que PAOLA FERNANDA SOLARTE cumple con 

todos salvo con la valoración subjetiva. En efecto, señala puntualmente la 

decisión objeto de apelación que se cumple con: i) Adecuado desempeño en 

situación de persona privada de la libertad así consta en la resolución 

favorable del INPEC que textualmente pone de manifiesto que se “ostenta 

una condena en el grado de ejemplar y además se emite resolución 

favorable para el beneficio de la libertad condicional”1.  ii) Desempeño 

y comportamiento durante el tratamiento penitenciario. “En ese orden, es 

claro que la penada PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ ha 

actuado acorde con lo que se espera dentro del tratamiento progresivo 

que cumple, y claramente es lo que se espera del comportamiento de 

quien cumple una sanción privativa de la libertad”. iii)  Fase del 

proceso que se encuentra. “En cuanto a la fase en la que se encuentra 

la señora PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ, se tiene en el 

proceso informe al respecto, acorde con la Resolución 7302 de 2005 

expedida por el INPEC, por lo cual sobre este aspecto hay elementos 

de juicio que permitan inferir que el penado se encuentra en fase de 

mediana seguridad, y por la cual se aprobó la propuesta del beneficio 

administrativo de hasta por 72 horas”2.iv) Arraigo familiar y social. “En 

relación con el arraigo familiar y social de la señora PAOLA FERNANDA 

SOLARTE ENRÍQUEZ, es claro que la penada cumple ese requisito, pues 

ha cumplido gran parte de la sanción en prisión domiciliaria concedida 

desde la emisión de la sentencia, por lo cual este se cumple”. v) reparación 

del daño causado con la conducta punible. “Revisada la sentencia 

condenatoria en punto de la imposición de la obligación de indemnizar a la 

víctima del delito, se encuentra que no se determinó tal asunto en la 

sentencia condenatoria.”3 

 

¿Es decir, señala la decisión, que mi representada cumple con todos los 

requisitos legales, salvo, con la valoración subjetiva realizada por el 

despacho, pero en qué consistió esa valoración subjetiva? A continuación, 

presento lo que se dijo al respecto: 

 

“En consecuencia, muy claro es que a pesar de que la sentenciada 

durante el tratamiento penitenciario ha desarrollado actividades de 

redención, observando una conducta adecuada, indemnizado a la 

 
1 Folio 20 Auto interlocutorio 571-2022 
2 Idem 
3 Folio 23 Auto interlocutorio 571-2022 
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víctima y pagado la pena de multa, lo claro es que participó en 

conductas de alta gravedad, que afectaron las arcas públicas, lo cual 

deja entrever que la señora PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ 

debe continuar recibiendo tratamiento penitenciario, pues sus 

conductas fueron altamente lesivas del bien e interés común, y dejan 

entrever que aún hay necesidad del a ejecución de la pena.”  

 

“Entonces, al sopesar dichas circunstancias con las de la evolución del 

tratamiento penitenciario, pues dadas las circunstancias modales de la 

ejecución de la conducta delictiva y la necesidad de protección a la 

comunidad, de cara a los bienes jurídicos vulnerados, es pertinente 

indicar que se muestra necesario continuar con la ejecución de la 

sanción privativa de la libertad”.4   

 

“En relación con este punto de la valoración de la conducta, si bien la 

sentenciada ha adelantado actividades de redención de pena, su 

conducta durante el tratamiento penitenciario ha sido catalogada por 

los organismos de la reclusión como buena y ejemplar, celebró un 

preacuerdo con la Fiscalía General de la Nación y también efectuó el 

pago de los perjuicios y la multa impuesta, como el pago de la caución 

impuesta, lo cierto es que la entidad y dimensión de los delitos por los 

que fue condenada, actos de corrupción de alto impacto, como se dijo 

en la sentencia, y con sumas ciertamente exorbitantes, pagadas para 

que a como dé lugar le fueran adjudicados los contratos de obra para 

la ejecución de la construcción de un túnel de la EAAB.”  

 

De tal forma, que se consideró el cabal cumplimiento de los requisitos 

generales que trae consigo el artículo 64 del Código Penal -a saber: (i) el 

cumplimiento de las tres quintas partes de la pena de prisión, el cual fue 

acreditado por el INPEC desde el mes de Agosto de dos mil veintiuno (2021) 

y el cual ha sido avalado por el Juzgado 12 de Ejecución de penas, quien en 

el Auto en cuestión certifica el cumplimiento de 65 meses y 17 días de 

prisión que equivalen a más de las 4/5 de la pena impuesta  (ii) adecuado 

comportamiento y desempeño durante la ejecución de la pena y (ii) la 

demostración de arraigo familiar y social. El Juzgado encontró lo siguiente. 

Primero, el A Quo consideró probados y configurados efectivamente en el 

caso concreto los requisitos relacionados con (i) la verificación del 

 
4 Folio 19 Auto interlocutorio 571-2022 
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cumplimiento de las tres quintas partes de la pena de prisión, (ii) que los 

delitos por los cuales se profirió condena no se encuentran delimitados 

dentro de las prohibiciones del artículo 68A del Código Penal, (iii) que a la 

aquí penada se le ha certificado por parte del Centro de Reclusión que 

conoce de la ejecución de su pena con un comportamiento y conducta 

ejemplar, (iv) que mi defendida dio cumplimiento a la obligación del reintegro 

del artículo 349 de la Ley 906 de 2004, así como el pago de la pena de multa 

y la caución impuesta y (v) que la aquí penada tiene arraigo familiar, social 

y personal.  

 

Sin embargo, aun cuando en su extenso análisis de las normas que regulan 

el caso había explicado que únicamente la lesividad de la conducta no puede 

ser fundamento para negar el reconocimiento de la Libertad Condicional, el 

A Quo decidió negar el reconocimiento de dicho beneficio a mi defendida 

fundamentado en la grave lesividad que las conductas adelantadas por 

aquella - por las cuales ya se profirió sentencia condenatoria – causó a los 

bienes jurídicos tutelados. 

 

De tal forma que de manera objetiva se observa que el único y respetuoso 

argumento formulado por parte del Juzgado de primera instancia para negar 

el reconocimiento de la Libertad Condicional a favor de mi defendida fue el 

mismo que dentro del proceso de dosificación punitiva se tuvo en cuenta 

para la imposición de la pena y que adicionalmente el funcionario de primera 

instancia al inicio de su providencia, sugirió que no podía utilizarse como 

sustento de dicha negativa del reconocimiento del beneficio: la lesividad de 

la conducta.  

 

Con fundamento, en estas consideraciones en los que se fundamentó la 

decisión de primera instancia, a continuación, se presentan las 

consideraciones de Derecho en los que se funda esta apelación.  

 

IV. CONSIDERACIONES DE DERECHO 

 

Acudimos de manera respetuosa al Señor Juez de segunda instancia con el 

propósito de solicitarle una nueva valoración de la solicitud de libertad 

condicional de PAOLA FERNADA SOLARTE, rogándole tenga en cuenta en 

su análisis que si bien los delitos por los que se condenó a mi defendida son 

graves, «Toda conducta punible es considerada un acto grave contra la 

sociedad, al punto que el legislador reprime su comisión a través de la 
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punición”5, en el caso concreto de PAOLA FERNADA SOLARTE existen 

importantes consideraciones que al ser sopesadas con la conducta, indican 

que mi defendida puede gozar de la libertad condicional conforme a la ley. 

Situación contraria a la determinada por el Señor Juez de Ejecución de 

Penas quien no las tuvo en cuenta.    

 

Identificamos en este contexto el primer problema jurídico a resolver, en este 

caso: Si conforme a todos los elementos obrantes dentro del trámite de 

ejecución de la pena, realizando una ponderación asociada a los principios 

de razonabilidad y proporcionalidad, la denominada gravedad de la 

conducta no resulta suficiente para negar la libertad condicional de PAOLA 

FERNANDA SOLARTE.   

 

La decisión de primera instancia que es aquí objeto de apelación reconoció 

que respecto de los requisitos de procedencia de la libertad condicional se 

cumplían todos salvo el subjetivo por la gravedad de la conducta. En efecto, 

se cumple con: 

 

(i) el cumplimiento de las tres quintas partes de la pena de prisión, el cual 

fue acreditado por el INPEC desde el mes de Agosto de dos mil veintiuno 

(2021) y el cual ha sido avalado por el Juzgado 12 de Ejecución de penas, 

quien en el Auto en cuestión certifica el cumplimiento de 65 meses y 17 días 

de prisión que equivalen a más de las 4/5 de la pena impuesta  (ii) que los 

delitos por los cuales se profirió condena no se encuentran delimitados 

dentro de las prohibiciones del artículo 68A del Código Penal, (iii) que a la 

aquí penada se le ha certificado por parte del Centro de Reclusión que 

conoce de la ejecución de su pena con un comportamiento y conducta 

ejemplar, (iv) que mi defendida dio cumplimiento a la obligación del reintegro 

del artículo 349 de la Ley 906 de 2004, así como el pago de la pena de multa 

y la caución impuesta y (v) que se ha verificado el arraigo personal, familiar 

y social de mi defendida; estos requisitos se entenderán probados y no serán 

discutidos en sede de apelación. 

 

Por lo anterior, a continuación presentamos respetuosamente los 

argumentos jurídicos por los cuales le rogamos a su señoría, que al valorar 

los aspectos de índole subjetiva inherentes a la solicitud de libertad 

condicional, se tenga en cuenta la línea jurisprudencial de la Honorable 

 
5 CSJ AP3348–2022, rad. 61616, 27 jul. 2022 
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Corte Suprema de Justicia y Corte Constitucional con respecto al alcance la 

ley en lo que tiene que ver con la determinación de la «previa valoración de 

la conducta punible», contenida en el artículo 64 del Código Penal modificado 

por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014. Postura que omitió el auto que 

hoy estamos apelando. 

 

Al respecto, la Honorable Corte Suprema de Justicia en reciente decisión 

explicó que:  

  

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad 
condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los 
bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es 
compatible con prohibiciones expresas frente a ciertos delitos, como 
sucede con el artículo 68 A del Código Penal.  

  

En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en 

criterios morales para determinar la gravedad del delito, pues la explicación 

de las distintas pautas que informan las decisiones de los jueces no puede 

hallarse en las diferentes visiones de los valores morales, sino en los 

principios constitucionales;  

  

ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de 
la conducta punible, como también lo son las circunstancias de mayor 
y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. 
Por lo que el juez de ejecución de penas debe valorar, por igual, todas 
y cada una de éstas (…)6;  

  

Todo esto solo como anticipo de la reciente orientación político criminal de 

la jurisprudencia penal y constitucional, que anteponen a cualquier tipo de 

valoración negativa de índole subjetiva, la orientación en atención al 

carácter progresivo del sistema penitenciario, acentuando el 

comportamiento carcelario del condenado como el principal elemento 

subjetivo a verificar a la hora de permitir que termine de cumplir su pena 

en libertad.  

  

 [e]l juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una 

finalidad específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar 

con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario 

del condenado (…) el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la 

 
6 CSJ STP15806–2019, 19 nov. 2019, rad. 107644. 
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perspectiva de la responsabilidad penal del condenado –resuelta ya en 

la instancia correspondiente, ante el juez de conocimiento– sino desde 

la necesidad de cumplir una pena ya impuesta… el estudio versa sobre 

hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia 

condenatoria, cuáles son los ocurridos con posterioridad a la misma, 

vinculados con el comportamiento del sentenciado en reclusión.7    

  

 

A. LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA SE FUNDAMENTA 

UNICAMENTE EN LA “GRAVEDAD DE LA CONDUCTA” PARA NEGAR 
EL DERECHO DE LIBERTAD CONDICIONAL, SIN PONDERAR LAS 

CIRCUNSTANCIAS FAVORABLES A LA LIBERTAD Y SIN 
FUNDAMENTAR LA NEGATIVA DEL SUBROGADO. 
 

Las Altas Cortes han incorporado criterios de valoración para que la 

interpretación del artículo 64 del Código Penal se realice de acuerdo con el 

principio Pro Homine o cláusula de favorabilidad en los derechos humanos, 

según el cual “siempre habrá de preferirse la hermenéutica que resulte menos 

restrictiva de los derechos establecidos en ellos”. 

 

Este principio es un criterio hermenéutico en virtud del cual siempre habrá 

de aplicarse la norma o la interpretación más favorable al cumplimiento y 

garantía de los Derechos Humanos (Sentencia C-1056 de 2004, M.P. Clara 

Inés Vargas Hernández).  

 

En este sentido, debo hacer referencia en este momento al derecho humano 

a la libertad personal de mi defendida PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ, el cual fue negado mediante decisión de primera instancia que 

aquí es objeto de apelación, en la que el mismo A Quo da cuenta del 

cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos objetivos exigidos por la 

norma para otorgar el mencionado beneficio a la Libertad Condicional.  

 

Sin embargo, considera esta defensa respetuosamente que el Juez de 

Primera Instancia se aparta de tomar una decisión favorable fundamentado 

exclusivamente en consideraciones de índole subjetiva en contravía del 

régimen sustantivo y adjetivo penal, así como de derechos y garantías 

constitucionales.  

 

 
7 Corte Constitucional C–194–2005 
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Reiteramos como la decisión recurrida se refiere de manera muy clara al 

respecto:  

 

“En consecuencia, muy claro es que a pesar de que la sentenciada durante el 

tratamiento penitenciario ha desarrollado actividades de redención, 

observando una conducta adecuada, indemnizado a la víctima y pagado la 

pena de multa, lo claro es que participó en conductas de alta gravedad, 

que afectaron las arcas públicas, lo cual deja entrever que la señora 

PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ debe continuar recibiendo 

tratamiento penitenciario, pues sus conductas fueron altamente lesivas del 

bien e interés común, y dejan entrever que aún hay necesidad del a ejecución 

de la pena.”  

 

En este sentido señala el Señor Juez de primera instancia que mi defendida 

participó en conductas de “alta gravedad las cuales afectaron las arcas 

públicas, pues sus conductas fueron altamente lesivas del bien e 

interés común y que ello deja entrever que debe seguir recibiendo 

tratamiento penitenciario”. Pero esta es precisamente la consideración 

que fue tenida en cuenta para efectos de dosificar la pena y fue objeto de 

valoración por parte de la sentencia en su contra. Está ausente en la 

fundamentación del Juez de primera instancia la razón por la cual el 

examen de la conducta por la que se emitió condena al ponderarse con el 

fin de prevención especial y el de readaptación a la sociedad por parte de 

PAOLA SOLATE determina que ella continué privada de su libertad. 

 

La Corte suprema de justicia ha señalado en reciente decisión: 

 

 “(…) Pues no de otra forma se cumple con el fin primordial establecido 

para la sanción privativa de la libertad, que no es otro distinto a la 

recuperación y reinserción del infractor tal como lo estipulan los 

artículos 6° numeral 5° de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y 10° numeral 3° del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos, integrados a nuestro ordenamiento interno por virtud del 

bloque de constitucionalidad (Artículo 93 de la Constitución Nacional).”8    

 

1. Elementos favorables para acceder al beneficio de la libertad 

condicional que, si bien se dieron por cumplidos por la decisión de 

 
8 CSJ AP2977–2022, 12 jul. 2022, rad. 61471 
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primera instancia, no tuvieron ninguna incidencia en la valoración 

de la concesión de la Libertad PAOLA SOLARTE FERNANDEZ.  
 

Todos los requisitos cumplidos por mi defendida en acatamiento absoluto 

del régimen penitenciario y carcelario no presentaron para el juez de primera 

instancia ningún tipo de importancia o relevancia, ya que bastó con indicar 

que la conducta es “grave” para concluir que ello es suficiente para 

determinarse que PAOLA FERNANDA SOLARTE debe ejecutar integralmente 

la pena impuesta en régimen de restricción de libertad.  

 

No obstante que se indica que se realizó una “ponderación” lo que realmente 

se dijo fue que, aun cumpliéndose todos los requisitos de ley, la conducta 

era grave. De tal forma que no existió ponderación, en efecto no existe un 

ejercicio razonado y argumentado que permita medir cuál es el motivo para 

considerar que pese a todas las circunstancias de resocialización, 

reparación y retribución aún sea perentoriamente necesario mantener 

privada de la libertad en régimen domiciliario a PAOLA FERNANDA 

SOLARTE.  

 

Por el contrario, todas las evidencias indican, que las finalidades de la pena, 

como por ejemplo la preventivo especial positiva que se buscaba con la 

ejecución de la pena impuesta en contra de PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ se ha cumplido a cabalidad y son precisamente ellas las que 

aconsejan que mi representada puede continuar pagando la totalidad de la 

pena, en régimen de libertad condicional.   

 

1.1. Elementos que deben integrar el juicio de ponderación para 

efectos de determinar si PAOLA SOLARTE puede disfrutar del 

subrogado de la libertad condicional que no fue tenido en cuenta 

por el funcionario que niega la LIBERTAD CONDICIONAL.   

 

El punto de partida de todo análisis referido a la libertad debe ser el principio 

de la dignidad humana, que se construye a partir de las condiciones 

individuales y particulares de quien está solicitando su libertad. Siendo así, 

señora Juez consideramos, importante insistir en quién es mi representada, 

y las particularidades de su participación en los delitos que fueron objeto de 

consideración en la condena y que ella aceptó economizando tiempo y 

recursos a la administración de justicia.  
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PAOLA SOLARTE ENRIQUEZ, es una mujer madre cabeza de familia, así 

quedó establecido en el escrito de preacuerdo, en el que la fiscalía y ella 

fijaron los parámetros que fueron avalados por las partes e intervinientes en 

el proceso penal y valoradas por el juez de conocimiento que dictó la 

sentencia condenatoria. El preacuerdo que conforme a la ley hace o cumple 

las funciones procesales de la acusación. Si bien como ya se ha manifestado, 

los hechos de relevancia jurídica objeto de sentencia condenatoria son 

graves, los mismos ya fueron desvalorados para establecer el monto de la 

pena y la multa que hoy se encuentra descontando PAOLA SOLARTE, pero 

lo que desconoce la decisión de primera instancia es que también existieron 

y existen otros elementos que necesariamente tienen que tenerse en cuenta 

para verificar el cumplimiento pleno de los requisitos para la libertad 

condicional y que como hemos indicado, no fueron tenidos en cuenta por la 

decisión de primera instancia y por eso no pudo matizarse en el caso la 

gravedad de la conducta.   

 

En el caso específico, también quedó suficientemente demostrado que 

PAOLA SOLARTE no contaba al momento de los hechos, con ningún tipo de 

antecedente penal, fiscal, policivo o disciplinario, asunto de relevancia a 

considerar en sede de culpabilidad, para reducir -así sea en mínima porción 

el análisis de gravedad- pero adicionalmente, le rogamos a la Señora Juez 

que tenga en cuenta que al momento en que se presentaron los hechos 

objeto de sentencia PAOLA SOLARTE contaba con escasos veintiséis (26) 

años, esto es antes del año dos mil diez (2010). Obviamente su inexperiencia 

e inocencia llevaron a que tomara parte en los hechos. En nuestro concepto 

en el sentido dogmático del juicio de reproche este también es un elemento 

que reduce el parámetro de gravedad.       

 

PAOLA SOLARTE, fue condenada de forma anticipada y ahorrando tiempo 

y recursos económicos de la administración de justicia gracias a haberse 

sometido voluntariamente a terminación anticipada del proceso, asumió así 

las responsabilidades que le fueron atribuidas por la fiscalía, aceptando las 

consecuencias que su comportamiento generó al interior de la sociedad. Por 

dicha razón fue privada de su libertad desde el día (06) de Junio de dos mil 

dieciocho (2018), alejada de sus hijos que en dicho momento tenían 2 y 4 

años respectivamente.  

 

PAOLA SOLARTE ENRIQUEZ, ha permanecido privada de su libertad de 

manera ininterrumpida desde el 2018, pero siempre con el máximo estandar 
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de respeto a las instituciones penitenciarias, no ha recibido ningún mínimo 

llamado de atención y por el contrario ha llevado a cabo actividades 

culturales, laborales y educativas de forma sobre saliente.  

 

Desde ningún punto de vista pretendemos desconocer el desvalor de su 

conducta y el impacto en la sociedad, pero queremos llamar la atención del 

Señor Juez de segunda instancia en el sentido que NO EXISTIO 

PONDERACIÓN ya que nada de lo que hemos referido fue tenido en cuenta 

o analizado.  Respetuosamente consideramos que de haberse realizado 

realmente un proceso de ponderación se le hubiese permitido auna madre -

después de los años que lleva privada de la libertad ejemplarmente-, poder 

rehacer su vida, poder asistir a todas las citas médicas de sus hijos, acudir 

a las reuniones de padres de familia en el colegio y acompañarlos a sus 

actividades diarias después de estos años de ausencia.    

 

 

1.2. Parámetros que deben integrar la ponderación, y que no 

fueron tenidos en cuenta: 

 

Primero, la conducta y desempeño de PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ durante la ejecución de su pena ha sido catalogada por parte de 

la autoridad administrativa encargada de la vigilancia de su ejecución como 

ejemplar, por lo cual, entre otras razones, se emitió la respectiva resolución 

positiva para el otorgamiento del beneficio de la Libertad Condicional.  

 

Segundo, PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ ha participado en un 

número plural de actividades pedagógicas de educación y trabajo, 

demostrando conducta ejemplar y ganas de contar con los elementos 

suficientes para poder reintegrarse de forma legal a la vida social, lo cual 

entre otras cosas le ha generado una serie de descuentos o redenciones de 

pena debidamente reconocidos por parte del Juez que conoce de la ejecución 

de su pena. PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ ha participado no solo 

en las actividades brindadas por el Centro de reclusión a su cargo si no en 

otras actividades académicas y de formación como consta en la Certificación 

emitida por el Pastor Ariel Muñoz Medina de la Iglesia Cristiana Vidas 

Restauradas quien confirmó que “ha estado vinculada con la Escuela de 

Crecimiento Integral (ECI) de la Iglesia Cristiana Vidas Restauradas de forma 

virtual desde el mes de febrero del año 2020”. 
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Así mismo puede constatarse que ha continuado con su interés de ampliar 

su formación académica al vincularse al Diplomado en Resiliencia y Sentido 

de Vida Trascendente de la Universidad Pontificia Javeriana realizado desde 

el quince (15) de marzo al nueve (09) de julio dos mil veintiuno (2021) como 

se acredita en el certificado adjunto. 

 

Tercero, PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ, accedió a una forma de 

terminación anticipada del proceso penal con pretensión punitiva, 

ahorrando a la administración de justicia el dinero que implica el desarrollo 

de todo un proceso penal hasta incluso sede de casación y tiempo de los 

funcionarios judiciales. Siendo esta una de las finalidades de sistema 

acusatorio y de justicia restaurativa que, si bien implicó unos beneficios 

para mi representada, también lo significó para el alcance de los fines 

constitucionales del Estado de Derecho.     

 

Cuarto. PAOLA SOLATE dio estricto cumplimiento a la obligación del 

reintegro del artículo 349 de la Ley 906 de 2004, en efecto pago mil 

ochocientos millones de pesos ($1.800.000.000), que tal como se incluyó en 

la sentencia incluyen ciento cincuenta millones de pesos ($150.000.000) por 

concepto de reparación. Adicionalmente Cuatrocientos ochenta y seis punto 

veintidós SMLMV por concepto de multa, que le fueron consignados a la 

rama judicial de manera integral y en los tiempos establecidos y la caución 

que se le impuso por concepto de la prisión domiciliaria de la que goza. 

 

Cuarto, PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ tiene arraigo familiar, 

social y personal. Este arraigo se prueba con el informe que al respecto en 

su momento presentó el investigador de la defensa y que fue verificado y 

avalado por parte del Juez que conoce de la ejecución de la pena de mi 

defendida. El informe constata que PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ  es  la encargada de sus hijos menores de edad, es ella “quien 

propende el bienestar de los menores en el ámbito escolar, social económico, 

alimenticio, salud y recreación esto se puede evidenciar con la certificación 

emitida por la Corporación Gimnasio la Montaña y el certificado del Jardín 

Infantil Lero lero los cuales avalan la presencia y apoyo permanente de la 

madre hacia sus hijos”9 ambos conviven con ella y se encuentran cursando 

educación preescolar y primaria, respectivamente, y como lo certifica la 

pediatra tratante de los niños PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRIQUEZ “ es 

 
9 Garcia Henao Carlos Gilberto. Informe de Arraigo Paola Solarte Enríquez. 29. Agosto. 2021. Pág.4  
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una madre atenta y llena de cuidados emocionales al niño quien en respuesta 

ha podido desarrollar en plenitud sus capacidades”. 

 

De igual forma el informe confirma que PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ ha conservado un “comportamiento pacifico, responsable, 

respetuoso, cumplidora de las normas de convivencia” en el lugar en el que 

reside con sus hijos menores, “no ha tenido ningún problema de convivencia 

o algún llamado de atención en su lugar de residencia”  y los familiares, 

vecinos y amigos la describen como una “persona de bien, cumplidora de sus 

deberes, responsable, honesta, correcta, de excelentes cualidades morales y 

comprometida con su familia” descripción que coincide con la constancia 

emitida por el Pastor  Ariel Muñoz Medina Ministro de la Iglesia Cristiana 

Vidas Restauradas de Chía quien certificó que es miembro activo de la 

iglesia y “durante el tiempo transcurrido ha demostrado ser una persona con 

un buen testimonio, sujeta a sus autoridades y  comprometida con la Iglesia”.  

 

Con todos estos elementos, de conformidad con la regulación que al respecto 

ha delimitado la jurisprudencia constitucional de casación penal, lo que se 

puede concluir es que, a la fecha, PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ 

ha cumplido con la finalidad preventivo especial positiva que se le ha 

asignado a la ejecución de su pena: (i) ha adelantado todas las actividades 

tendientes a obtener los elementos necesarios para volver reintegrarse a la 

vida social, (ii) la calificación como ejemplar de su comportamiento denota 

que no existe riesgo de que aún no pueda desenvolverse en forma legal en 

la sociedad y (iii) el pago oportuno de sus obligaciones demuestra su 

voluntad de poder hacer efectiva y material su resocialización.  

 

1.3. Volvamos sobre el análisis de la conducta de PAOLA 

SOLARTE realizada por el juez de primera instancia.   

 

“En relación con este punto de la valoración de la conducta, si bien la 

sentenciada ha adelantado actividades de redención de pena, su conducta 

durante el tratamiento penitenciario ha sido catalogada por los organismos 

de la reclusión como buena y ejemplar, celebró un preacuerdo con la Fiscalía 

General de la Nación y también efectuó el pago de los perjuicios y la multa 

impuesta, como el pago de la caución impuesta, lo cierto es que la entidad 

y dimensión de los delitos por los que fue condenada, actos de 

corrupción de alto impacto, como se dijo en la sentencia, y con sumas 

ciertamente exorbitantes, pagadas para que a como dé lugar le fueran 
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adjudicados los contratos de obra para la ejecución de la construcción 

de un túnel de la EAAB.”  

 

Nuevamente sin desconocer en lo absoluto la gravedad de la conducta 

desvalorada ya en la sentencia condenatoria, debemos señalar, como frente 

a PAOLA SOLATE, se incluyó en la sentencia únicamente tuvo participación 

frente a $1.350.000.000 (mil trescientos cincuenta millones de pesos), valor 

que como se ha insistido PAOLA SOLARTE aportando a reestablecer el tejido 

social, reintegró indexado y con indemnización el valor antes referido.  

 

Esta postura estrictamente subjetiva, del juez de ejecución de penas no se 

ajusta a las orientaciones jurisprudenciales que sobre el tema específico ha 

señalado la Corte Suprema Justicia como máximo órgano de cierre en 

materia penal. Por qué ciertamente sienta una orientación diversa a la de la 

recientemente expuesta por la Corte Suprema de justicia10, ya que, según 

dicha postura, PAOLA FERNANDA SOLARTE estaría en la misma situación 

en que se encuentra una persona condenada por un delito señalado por el 

legislador en el artículo 68 A.  

 

Es decir, de antemano, sin importar qué pueda hacer dentro del proceso de 

resocialización y de reintegro a la sociedad, JAMAS puede tener derecho a 

la libertad condicional. Y esta postura incorpora un doble desvalor para el 

penado: La valoración de la sentencia por la que se condena restringiéndose 

su libertad y el desvalor en sede de ejecución de su misma conducta, que 

sin importar su comportamiento ejemplar y todo lo realizado para hacer 

menos lesivas las consecuencias de su acción continua, continua sin ningún 

tipo de modificación.   

 

Teniendo en cuenta que fueron estos argumentos, el único sustento de la 

decisión de primera instancia, y que todos los demás requisitos de orden 

exclusivamente objetiva se encuentran acreditados y cumplidos en el caso 

concreto, lo que se debe concluir es que la decisión de primera instancia que 

aquí se apela es, también, vulneradora del principio constitucional de 

interpretación Pro Homine en el que se debía fundamentar el análisis del 

caso concreto. 

 

 
10 CSJ AP3348–2022, rad. 61616, 27 jul. 2022 
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Debe resaltarse que la Corte Constitucional estableció en sentencia C- 328 

de 2016 que:  

 

“(...) la libertad condicional configura la oportunidad de una 

persona condenada penalmente para hacer cesar el estado de 

privación de la libertad impuesto mediante sentencia que lo 

sancionó con pena de prisión. Para su concesión, el juez 

competente debe previamente valorar la conducta punible, “(…) 

en el entendido de que las valoraciones de la conducta punible 

hechas por los jueces de ejecución de penas y medidas de 

seguridad para decidir sobre la libertad condicional de los 

condenados tengan en cuenta las circunstancias, elementos y 

consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia 

condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al 

otorgamiento de la libertad condicional.” 

  

Realizada la anterior valoración, el juez debe verificar la 

acreditación de los siguientes requisitos: i) la persona debe haber 

cumplido las 3/5 partes de la pena; ii) su adecuado desempeño 

y comportamiento durante su reclusión, permite suponer 

fundadamente que no existe necesidad de continuar con la 

ejecución de la pena; iii) que demuestre arraigo familiar y social; 

y iv) debe reparar a la víctima o asegurar el pago de la 

indemnización mediante garantía personal, real o bancaria. El 

tiempo que falta para el cumplimiento de la pena será tenido en 

cuenta como periodo de prueba”11.  

 

No debe dejarse de lado que “El acceso de los condenados a los mecanismos 

alternativos o sustitutivos de la pena de prisión en las condiciones 

establecidas por la ley, constituye para aquellos una herramienta invaluable 

para alcanzar los fines constitucionales de resocialización de la pena y para 

reintegrarse a la normalidad de su vida”, por lo que debe concluirse que una 

decisión como la proferida por el despacho de primera instancia se aparta 

de los fines de resocialización y reintegración, por cuanto se negó el 

reconocimiento de la Libertad Condicional a una persona privada de la 

libertad que cumple con absolutamente todos los requisitos delimitados en 

 
11 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C- 328 de 2016, M.P.: GLORIA STELLA 

ORTÍZ DELGADO. 
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la Ley y la Jurisprudencia para acceder a dicho beneficio. Por último, se cita 

a la honorable Corte Constitucional cuando explicó que:  

 

“Los mecanismos alternativos o sustitutivos de la pena de 

prisión, encuentran su fundamento en principios constitucionales 

como la excepcionalidad, la necesidad, de adecuación, la 

proporcionalidad y razonabilidad, por tal razón se justifica que 

la pena privativa de la libertad pueda ser alternada por la prisión 

domiciliaria o ser sustituida por la ejecución condicional de la 

pena o libertad condicional, entre otros beneficios que le permiten 

al condenado un proceso de resocialización más humanizante”12. 

 

Entonces, si se tiene que en atención al principio Pro Homine en materia de 

derechos humanos se debe aplicar la norma o interpretación más favorable 

para la garantía de estos derechos, se concluye que la decisión de primera 

instancia no atendió este postulado, por cuanto aun cuando se verificó el 

cumplimiento de todos los requisitos para poder conceder el beneficio de la 

Libertad Condicional a mi defendida, no lo hizo con fundamento en 

consideraciones de índole subjetiva en las cuales no podía sustentarse la 

decisión, consideración que el mismo Juez de Primera Instancia explicó en 

su fundamentación. 

 

La jurisprudencia Constitucional y de Casación Penal, han señalado:  

 

“Los jueces de ejecución de penas, por esas razones deben velar 

por la reeducación y la reinserción social de los penados, como 

una consecuencia natural de la definición de Colombia como un 

Estado Social de Derecho fundado en la dignidad humana, que 

permite humanizar la pena, así como también evitar criterios 

retributivos de penas más severas.  

 

También se ha establecido la regla jurisprudencial de que si bien 

el juez de ejecución de penas, en su valoración, debe tener en 

cuenta la conducta punible, no obstante adquiere 

preponderancia la participación del condenado en las 

actividades programadas, como una estrategia de 

readaptación social en el proceso de resocialización y para 

 
12 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C- 328 de 2016, M.P.: GLORIA STELLA 

ORTÍZ DELGADO. 
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llegar a tal conclusión sostiene la mencionada jurisprudencia que 

el objeto del Derecho Penal en un Estado como el colombiano no 

es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su 

reinserción en el mismo.  

 

La Corte Suprema de Justicia con base en sentencias de la Corte 

Constitucional pone de presente que la regla jurisprudencial 

hace énfasis, dice la sentencia que se viene citando en que las 

Altas Cortes han incorporado criterios de valoración para que la 

interpretación del artículo 64 del Código Penal se guía por los 

principios constitucionales y el bloque de constitucionalidad (…) 

Y advierte que:  

 

No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad 

condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible frente 

a los bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello 

solo el compatible con prohibiciones expresas frente a ciertos 

delitos, como sucede con el artículo 68 A del Código Penal. (…)”  

 

B. DE HABERSE REALIZADO POR PARTE DE LA PRIMERA INSTANCIA 

EL ANALISIS DE PODERACIÓN CONFORME A LOS PARAMETROS 
CONSTITUCIONALES, EL RESULTADO HUBIERA SIDO LA 
CONCESIÓN DE LA LIBERTAD CONDICIONAL DE PAOLA SOLARTE 

ENRIQUEZ  
 

Como lo hemos indicado, la decisión recurrida se fundamentó en una 

“ponderación” que no se realizó, ni se argumentó y por ende su omisión 

afecta el derecho de defensa, debido proceso, tutela judicial efectiva y la 

libertad de mi defendida.  

 

En efecto de haberse realizado la ponderación teniendo en cuenta -como lo 

señala la jurisprudencia- todos los aspectos favorables para su concesión- 

se concluiría que en el caso concreto no existe necesidad alguna de 

continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en 

contra de PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ. Por el contrario, lo 

cierto es que a partir de un análisis constitucional (test de proporcionalidad) 

se puede concluir que (i) además de no existir necesidad de continuar con 

la ejecución de la pena, (ii) sí existe necesidad de otorgar la Libertad 

Condicional a mi defendida en punto de la garantía de su efectiva 

reinserción social. Veamos:  
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El test de proporcionalidad que para la ponderación de casos similares al 

que aquí nos ocupa que ha desarrollado la Corte Constitucional se compone 

a partir de tres grandes elementos. Primero, la idoneidad o adecuación de la 

medida, la cual hace relación a que la intervención o la injerencia que el 

Estado pueda generar en la efectividad de un derecho fundamental resulte 

lo “suficientemente apta o adecuada para lograr el fin que se pretende 

conseguir”, finalidad que a su vez debe propender por un objetivo 

constitucionalmente legítimo o deseable.  

 

Segundo, la necesidad, que hace referencia a que la limitación a un derecho 

fundamental debe ser indispensable para la obtención del objetivo 

previamente descrito como legítimo y, que, de todos los medios existentes 

para su consecución, debe ser el que, en forma menos lesiva, injiera en la 

efectividad del derecho intervenido.  

 

Y, tercero, el test de proporcionalidad en sentido estricto, el cual permite 

entrar a evaluar o ponderar si la restricción a los derechos fundamentales 

que genera la medida cuestionada resulta equivalente a los beneficios que 

reporta, o si, por el contrario, ésta resulta desproporcionada al generar una 

afectación mucho mayor a estos intereses jurídicos de orden superior. 

 

Aplicando esta metodología debidamente desarrollada y avalada por la Corte 

Constitucional para la resolución de conflictos al caso concreto, 

encontramos lo siguiente: 

 

A partir del test de proporcionalidad, ¿resulta proporcional continuar con la 

ejecución de la pena para asegurar la finalidad preventiva especial positiva? 

 

En punto de los primeros de los elementos del test de proporcionalidad, 

como se dijo, se debe verificar si la continuidad en la ejecución de la pena 

privativa de la libertad impuesta en contra de PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ resulta ser una medida idónea para la consecución de la 

finalidad asignada a dicha sanción penal. Sin olvidar que según ha 

enseñado la Corte Suprema de Justicia es la libertad condicional un 

instituto que “brinda la oportunidad al sentenciado privado de la libertad (en 

establecimiento carcelario o en prisión domiciliaria) de recobrarla antes del 

cumplimiento total de la pena intramural impuesta en la sentencia, sin que 
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ello signifique la modificación de su duración, menos su extinción.”13 (El 

subrayado es nuestro). 

  

En el caso concreto, lo que tenemos es que la continuidad en la ejecución 

de dicha pena no es idónea para la consecución de dicha finalidad pues ya 

no existe finalidad alguna para conseguir. Como se dijo, a partir de la 

calificación de la conducta y el comportamiento de mi defendida, de su 

participación en programa pedagógicos de educación y trabajo, del pago 

oportuno de sus obligaciones y penas de multa, entre otros, se concluye que 

ya se encuentra satisfecha la consumación de la resocialización de PAOLA 

FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ como elemento propio de la prevención 

especial positiva. En ese orden de ideas, si ya no existe finalidad alguna por 

perseguir, tampoco existe idoneidad alguna que pueda predicarse de la 

medida de continuación de la ejecución de la pena. Advirtiendo que según 

la línea jurisprudencial que hemos venido señalando, no es procedente 

hacer referencia a finalidades como: “para que aprenda”, “para que sirva de 

ejemplo”, ya que dicha consideración vulnera el principio de dignidad 

humana al instrumentalizar a mi representada, para el aprendizaje de 

terceros, lo cual desde Kant implica una transgresión a la garantía ética del 

ser humano y aplicación de una prevención general negativa proscrita por 

el ordenamiento jurídico.   

 

Sin embargo, si en gracia de discusión se llegase a considerar que aún 

persiste la finalidad y que la medida de continuar con la ejecución de la pena 

resulta ser idónea para su consecución, se tiene que en sede del segundo de 

los elementos del test de proporcionalidad, el análisis de su necesidad 

resulta ser insatisfactorio. En efecto, en sede de la necesidad se trata de 

verificar si de todos los medios existentes para la consecución de la 

finalidad, el escogido resulta ser el menos lesivo y el que menos injiera en la 

efectividad del derecho intervenido. 

 

En el caso concreto, tenemos que, si en gracia de discusión se considera que 

aún se encuentra vigente la finalidad de verificar la prevención especial 

positiva de PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ, la continuación de la 

ejecución de su pena privativa de la libertad no es necesaria para la 

consecución de dicho fin pues (i) existen otros medios menos lesivos de su 

derecho fundamental a la libertad (como lo es la continuación en la 

 
13 CSJ AP3348–2022, rad. 61616, 27 jul. 2022 
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participación en programas pedagógicos de estudio y trabajo, programas de 

servicio social o comunitario, entre otros) y (ii) que, por el contrario, en el 

escenario del caso concreto, la continuación en la privación de su libertad 

resulta ser el medio más gravoso y el que mayor injerencia genera en su 

libertad personal. Sin dejar de lado que la Libertad condicional, no implica 

como lo indicó la Corte Suprema la modificación o extinción de la pena 

impuesta en la sentencia a PAOLA SOLARTE, sino un mecanismo 

precisamente pensado para la reintegración a la sociedad.  

 

Otorgarle la Libertad Condicional a PAOLA FERNANDA SOLARTE 

ENRÍQUEZ, implica que aquella pueda gozar de su derecho fundamental a 

la libertad social sin mayores restricciones que las que se impongan en el 

acta de compromisos correspondiente que se suscriba, permitiéndole ejercer 

este derecho fundamental en procura de su desenvolvimiento en la vida 

social y en legalidad.  

 

Por último, en sede del test de proporcionalidad en sentido estricto, tenemos 

que ponderar el derecho a la libertad individual y la necesidad de 

materializar la resocialización de PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ 

Vs. la voluntad del Juzgado de primera instancia de continuar con la 

ejecución de la pena privativa de la libertad. En este punto, a partir de un 

análisis constitucional de derechos fundamentales, resulta evidente que en 

ese ejercicio de ponderación se debe dar prelación o prioridad a la libertad 

individual y reinserción social de mi defendida frente a la voluntad del Juez 

de Primera Instancia de continuar con la ejecución de la pena. Lo anterior, 

por cuanto la libertad de mi prohijada se trata de un derecho fundamental 

de especial protección en sede constitucional y porque su resocialización y 

reinserción social debe ser un norte prioritario de todas las autoridades del 

orden estatal.  

 

Al respecto, se debe recordar que la Corte Constitucional14 ha explicado que 

la valoración que ha de realizar el juez de ejecución de penas respecto a los 

requisitos para otorgar la libertad condicional se debe fundamentar en las 

funciones de resocialización así como la de prevención especial positiva de 

la pena contenidas en el numeral 3º del artículo 10 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos y el numeral 6º del artículo 5º de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, así como en el inciso final 

 
14 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C – 575 / 2014, M.P.: Gloria Stella Ortiz 

Delgado 
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del artículo cuatro del Código Penal. Apartados todo los cuales indican que 

el régimen penitenciario y las penas privativas de la libertad tienen como fin 

último tanto la reforma como la readaptación social de los condenados. 

 

Así, en la precitada decisión la Corte Constitucional pone de presente lo 

siguiente: 

 

(...) En conclusión, la redacción actual el artículo 64 del Código 

Penal no establece qué elementos de la conducta punible deben 

tener en cuenta los jueces de ejecución de penas, ni les da una 

guía de cómo deben analizarlos, ni establece que deben atenerse 

a las valoraciones de la conducta que previamente hicieron los 

jueces penales. Este nivel de imprecisión en relación con la 

manera como debe efectuarse la valoración de la conducta 

punible por parte de los jueces de ejecución de penas afecta el 

principio de legalidad en la etapa de la ejecución de la pena, el 

cual es un componente fundamental del derecho al debido 

proceso en materia penal. 

 

Con todo lo anterior, lo que se advierte en sede del test de proporcionalidad 

es que, para garantizar la libertad individual de mi prohijada en 

concordancia con la necesidad de materializar su resocialización, otorgar la 

Libertad Condicional a PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ resulta ser 

una medida proporcional para materializar su finalidad preventiva especial 

positiva.  

 

Por todo lo anterior, se concluye que contrario a lo que fue manifestado por 

parte del Juez de Primera Instancia, lo cierto es que en el caso concreto el 

fin de la prevención especial positiva ya fue cumplido y acreditado a 

cabalidad por parte de PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ, con lo cual 

no se denota una necesidad de continuar con la ejecución de la pena 

privativa de la libertad, resultando idóneo, necesario y proporcional el 

otorgarle el beneficio de la Libertad Condicional, habida cuenta que ya 

cumplió con todos los otros requisitos (objetos y subjetivos) para su 

reconocimiento. 

 

Sobre este punto finalmente debemos indicar que el A Quo, parte de un 

punto de vista equivocado al advertir que la finalidad de la pena en Colombia 

es la reestructuración de la vigencia del Derecho o de la norma afectada con 
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la comisión del delito. No: en Colombia, la finalidad de la pena en la fase de 

su ejecución es la prevención especial positiva (la resocialización y 

reinserción social), tal como expresamente lo delimita el inciso final del 

artículo cuatro del Código Penal.  

 

C. DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO Y EL DERECHO A LA IGUALDAD 

 
Para hablar de perspectiva de género es necesario primero recurrir a lo que 

se ha dicho sobre lo que se debe entender por género, en este sentido, el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia -Unicef- lo ha definido de la 
siguiente manera:  

 
Género: es el conjunto de características sociales, culturales, políticas, 
psicológicas, jurídicas y económicas que las diferentes sociedades 

asignan a las personas de forma diferenciada como propias de varones o 
de mujeres. Son construcciones socioculturales que varían a través de la 

historia y se refieren a los rasgos psicológicos y culturales y a las 
especificidades que la sociedad atribuye a lo que considera “masculino” 
o “femenino”. Esta atribución se concreta utilizando, como medios 

privilegiados, la educación, el uso del lenguaje, el “ideal” de la familia 
heterosexual, las instituciones y la religión.15 

 

Teniendo como referencia la anterior definición, tenemos que la perspectiva 
de género es:  

La perspectiva de género es una opción política para develar la posición 
de desigualdad y subordinación de las mujeres en relación a los varones. 
pero también es una perspectiva que permite ver y denunciar los modos 

de construir y pensar las identidades sexuales desde una concepción de 
heterosexualidad normativa y obligatoria que excluye.16  

 
El análisis de la perspectiva de género debe ser observado en todos los 
ámbitos en los que se pueda evidenciar un trato diferenciado entre mujeres 

y hombres, en lo que el merecimiento se encuentre caracterizado por el 
género de quien aspira al mismo.  
 

Internacionalmente, se ha reconocido la existencia de la discriminación 
contra la mujer por parte de la Convención sobre la Eliminación de todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer que entró en vigencia en 1981 
y define la discriminación contra la mujer:  
 

 
15 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. Perspectiva de Genero (2017). Liliana Hendel. Tomado de: 

https://www.unicef.org/argentina/sites/unicef.org.argentina/files/2018-04/COM-

1_PerspectivaGenero_WEB.pdf.  
16 Ibidem. 
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(…) como toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 

que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de 

su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera 

 
En Colombia hemos sido testigos de la protección especial que se le debe 
dar a la mujer, protección que se ha elevado hasta ámbitos constitucionales, 

pues la misma Corte Constitucional la ha definido de la siguiente manera:  
 

(…) las mujeres reciben en nuestro ordenamiento una protección reforzada 
–nacional e internacional– lo que ha traído consigo la incorporación de 
distintos estándares normativos tendientes a superar patrones o 
estereotipos discriminatorios en la interpretación que los jueces u otras 
autoridades realicen de las normas, los hechos y las pruebas, 
cuandoquiera que se presenten eventos que involucren presuntas 
vulneraciones de los derechos de las mujeres.17 

 

En similar pronunciamiento, la Corte Constitucional en sentencia T- 338 
del veintidós (22) de agosto de dos mil dieciocho (2018) ha dicho que: 
 

Son los operadores judiciales del país quienes deben velar por su 
cumplimiento. En efecto, es necesario que dichas autoridades apliquen 
una perspectiva de género en el estudio de sus casos, que parta de las 
reglas constitucionales que prohíben la discriminación por razones de 
género, imponen igualdad material, exigen la protección de personas en 
situación de debilidad manifiesta y por consiguiente, buscan combatir 
la desigualdad histórica entre hombres y mujeres, de tal forma que se 
adopten las medidas adecuadas para frenar la vulneración de los 
derechos de las mujeres, teniendo en cuenta que sigue latente la 
discriminación en su contra en los diferentes espacios de la sociedad.18 

 
De esta forma, tenemos que en los eventos en los que tanto una mujer como 
un hombre cumplen con iguales características frente a la administración 

de justicia, los mismos deben recibir el mismo trato y las mismas 
condiciones, lo que implica la efectividad del derecho a la igualdad y la 

dignidad humana, en tanto los mismos se encuentran vinculado según el 
alto tribunal constitucional así:  
 

 
17 Corte Constitucional. Sentencia C- 038 del 24 de febrero 2021. Magistrado Ponente: Cristina Pardo 

Schlesinger. 
18 Corte Constitucional. Sentencia T- 338 del veintidós (22) de agosto de dos mil dieciocho (2018). 

Magistrado Ponente: Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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En criterio de la jurisprudencia constitucional, el vínculo del derecho a la 
igualdad con la dignidad humana se expresa en dos dimensiones: una 
formal y otra sustancial. Mientras la primera busca asegurar “la igualdad 
ante la ley y el deber de no discriminar (abstención), es decir, la prohibición 
de realizar tratamientos o de establecer ventajas injustificadas sobre un 
grupo de la población”, la segunda “exige al Estado promover las 
condiciones necesarias para alcanzar una igualdad real y efectiva de 
aquellos grupos tradicionalmente marginados y discriminados”. De esta 
forma, los poderes públicos deben adoptar medidas que disminuyan o 
eliminen injusticias y a las cuales se les reconoce “un designio 
compensatorio o reparador de previas desigualdades reales” que afectan 

profundamente el derecho a la dignidad humana. 
 
En el caso objeto de estudio, no se recurre a estas posturas 

jurisprudenciales, en tanto desde la perspectiva de género se observa un 
flagrante trato discriminatorio en cuanto a que mediante la negativa de 

libertad condicional se establece un tratamiento diferenciado por parte de 
la administración de justicia, a la cual le está prohibido establecer ventajas 
injustificadas de quienes están en igualdad de condiciones. EN ESTE 

ESPECIFICO ESCENARIO ESTAMOS PLANTEANDO LA AFECTACIÓN DE 
LA GARANTIA CONSTITUCIONAL DE LA IGUALDAD POR RAZONES DE 
GENERO. Esta transgresión por tratarse de un derecho fundamental es 

transversal y pude ser resulta por el juzgado de ejecución de penas.   
 

Concretamente, el Juzgado Veinticuatro (24) de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad de Bogotá, el día seis (06) de octubre de dos mil 
veintidós (2022) profirió decisión a través de la cual decidió:  

 
Conceder el beneficio de la libertad condicional al condenado 

ORLANDO FAJARDO CASTILLO, identificado con cédula de 
ciudadanía No. 19.078.873, por un período de prueba de 20 meses y 
21 días, la cual garantizará mediante suscripción de diligencia de 

compromiso en los términos del artículo 65 del Código Penal y 
constitución de caución prendaria equivalente a tres (3) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de este auto que deberá 

prestar a órdenes de este Juzgado mediante póliza de seguro judicial 
o título de depósito judicial, de conformidad con lo expuesto en la 

parte motiva de este proveído. 
 
La decisión del Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

comparada con la decisión antes citada implica una vulneración del Derecho 
Fundamental de la Igualdad, lo anterior por cuanto:  
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- El señor ORLANDO FAJARDO CASTILLO se vio involucrado en los 

mismos hechos por los cuales fue condenada la señora PAOLA 
FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ.  

- Fue condenado como autor de los delitos de Interés ilícito en la 
celebración de contratos en concurso con abuso de confianza y 
cohecho por dar u ofrecer, mismos delitos por los cuales fue 

condenada la señora SOLARTE ENRÍQUEZ.  
- La pena principal impuesta a mi prohijada fue de setenta y nueve (79) 

meses y un (01) día de prisión, mientras que la del señor ORLANDO 

FAJARDO CASTILLO fue de 82 meses de prisión. 
- En ambos casos se concedió la prisión domiciliaria.  

 
Como se observa, las circunstancias en los casos del señor ORLANDO 
FAJARDO CASTILLO y la señora PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ 

son iguales y, sin embargo, a mi prohijada se le ha negado en dos 
oportunidades la libertad condicional, a pesar de cumplir ella con los 

requisitos para la concesión del subrogado penal.  
 
Es evidente, si se compara la decisión del Juzgado Veinticuatro (24) de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá con la decisión del a 
quo, como la postura que acogió este último para despachar 
desfavorablemente la solicitud elevada contradice no solo las posturas 

jurisprudenciales vigentes en la materia, sino también el derecho a la 
igualdad ante la Ley visto desde una perspectiva de género, pues ORLANDO 

FAJARDO CASTILLO por ser hombre ha podido acceder al subrogado penal, 
encontrándose en igualdad de circunstancias y condiciones respecto a la 
señora SOLARTE ENÍQUEZ y aún así, a mi prohijada le ha sido negada la 

libertad condicional.  
 

Se hace necesario en este punto poner de presente a su honorable despacho 
como superior jerárquico, un extracto de la decisión proferida en favor del 
señor ORLANDO FAJARDO CASTILLO por el Juzgado Veinticuatro (24) de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá:  
 

(…) prima facie habrá de precisarse que las conductas punibles por 

las cuales éste cumple la condena impuesta, recuérdese, interés ilícito 
en la celebración de contratos en concurso con abuso de confianza y 

cohecho por dar u ofrecer, merecen un severo juicio de reproche social 
y jurídico, como lo merece toda conducta punible, ello si se tiene en 
cuenta, de un lado, que el citado sentenciado “a través de diversos 

comportamientos influyó en los funcionarios, desde los inicios de la 
invitación pública ICSM - 731 DE 2009 que condujo a la suscripción 
del contrato 1-01-25500-11152009, para de esa manera como 

interviniente participar en el punible de interés indebido en la 
celebración de contratos, luego de lo cual, una vez entregado el 
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anticipo al contratista el CONSORCIO CANOAS, de la entidad 

bancaria Davivienda trasladó esos recursos a la Comisionista de Bolsa 
CORREVAL, hoy CREDICORP CAPITAL, para su manejo a través de 

los productos FONVAL CANOAS No. 12530.1 y APT CONSORCIO 
CANOAS, de esa manera poniendo en riesgo de pérdida esos recursos; 
vías ilegales que trascendieron para después, algunos dineros 

dispersarlos en pago de favores a las restantes personas que con 
intereses retorcidos también concurrieron en la apropiación de estos 
fondos públicos…”.  

 
No obstante, los hechos así descritos, ha de considerarse el 

criterio último de la Sala de Casación Penal de la H. Corte 
Suprema de Justicia según el cual la modalidad o gravedad de 
la conducta punible no puede tenerse como única motivación o 

factor para negar la concesión de la libertad 
condicional. 

 
(…) 
 

 En virtud del criterio jurisprudencial transcrito, entonces, de 
conformidad con los certificados de calificación de conducta del 
sentenciado ORLANDO FAJARDO CASTILLO y la cartilla 

biográfica allegada por el centro carcelario donde se encuentra 
recluido, habrá de destacarse que su comportamiento desde su 

ingreso al penal por cuenta de la presente actuación ha sido 
calificado en grados de bueno, asimismo, se resalta que durante 
el tiempo en reclusión el prenombrado interno ha cumplido 

actividades laborales que le han merecido reconocimiento de 
redención de pena -6 meses y 4 días-, además, en privación de 

la libertad intramuros FAJARDO CASTILLO no fue sancionado 
disciplinariamente ni ha transgredido la medida sustitutiva de 
prisión domiciliaria que le fuera otorgada por el Juzgado, pues 

no existen reportes negativos de su cumplimiento, por el 
contrario, los que obran en el proceso han sido positivos. 

 

Obsérvese como los mismo requisitos atribuidos al señor FAJARDO 
CASTILLO también son cumplidos a cabalidad por la señora PAOLA 

FERNANDA, quien como lo ha indicado el propio a quo, se ha “comportado 
conforme a lo que se le exigen las reglas del derecho penitenciario, es lo que 
se espera de quien pretende completar el proceso de resocialización, con el 

desarrollo de actividades de redención y una conducta en el grado de 
ejemplar”, ha obtenido una redención equivalente a Noventa y nueve punto 
setenta y cinco (99.75) días por trabajo, no ha sido sancionada 

disciplinariamente ni ha transgredido la medida sustitutiva de prisión 
domiciliaria, tal como lo evidencia la solicitud efectuada por la Oficina 
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Domiciliarias de la Cárcel y Penitenciaria con Alta y Media Seguridad Para 

Mujeres de Bogotá mediante oficio número 216 de fecha Doce (12) de mayo 
de dos mil veintidós (2022) por medio de la cual le solicitó al juez de primera 

instancia la libertad condicional de la señora SOLARTE ENRIQUEZ, esto es 
concepto favorable.  
 

Ahora bien, otro ejemplo reciente que evidencia la ausencia de análisis del 
caso por parte del a quo desde la perspectiva de género, es la decisión 
AP3348–2022, proferida dentro del radicado 61616 del veintisiete (27) de 

julio de dos mil veintidós (2022) que ya ha sido objeto de estudio en esta 
apelación, donde la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia le otorgó la 

libertad condicional al exfiscal Rodrigo Aldana Larrazábal, quien fue 
condenado por haber beneficiado al exsenador Otto Bula a cambio de bienes 
raíces, conductas que resultan aún más gravosas o lesivas para la sociedad 

y sin embargo por cumplir con los requisitos objetivos de dicho subrogado 
le fue otorgado, contrario a lo que ha ocurrido con mi representada, quien 

por ser mujer le ha sido negada ya en dos ocasiones la libertad condicional 
a pesar de cumplir con todos los requisitos tal como ya se explicó.  
 

 
Es así como se concluye que el Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad con su decisión ha vulnerado el reconocido derecho a la 

igualdad material entendida como la prohibición de discriminación por 
razones de género, pues es el a quo como operador judicial del país debe 

velar por su cumplimiento y así no lo ha hecho, pues el despacho de primera 
instancia omitió aplicar una perspectiva de género en el estudio de este caso, 
que parta de las reglas constitucionales que prohíben la discriminación por 

razones de género, ya que a un hombre (ORLANDO FAJARDO CASTILLO) 
en igualdad de condiciones a las de mi prohijada si le fue concedido el 

subrogado penal de la libertad condicional y a la señora PAOLA SOLARTE 
le ha sido negado.  
 

D. REFERENCIA A LA ORIENTACION POLITICO CRIMINAL DE LA 
RECIENTE LINEA JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA, QUE NO FUE TENIDA EN CUENTA POR EL JUEZ DE PRIMERA 

INSTANCIA. 
 

 
En un importante aporte de la reciente jurisprudencia de la Corte Suprema 
de justicia, sobre la concesión del subrogado de la libertad condicional, se 

han planteado los parámetros que deben ser objeto de ponderación con 
miras a determinar si una persona que ha cumplido más de las 3/5 parte 
de su pena, cumpliendo a satisfacción con el régimen penitenciario. Como 

se ha venido señalando esta validación y sobre todo orientación no se realizó 
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por el juez de primera instancia, quien solamente señala la no procedencia 

de la libertad por la gravedad de la conducta.   
 

En el año 2020 la Corte Suprema de Justicia en sentencia STP4236-2020 19 
aclaró frente a la valoración de la conducta que deben hacer los jueces que:  
 

para facilitar la labor de los jueces de ejecución de penas ante tan 
ambiguo panorama, estos deben tener en cuenta, siempre, que la pena 
no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la víctima 
castiguen al condenado y que con ellos vean sus derechos restituidos, 
sino que responde a la finalidad constitucional de la resocialización 

como garantía de la dignidad humana.  
 
Recientemente la Corte Suprema de Justicia ha puesto límites a lo que de 

tiempo atrás se ha conocido como “valoración de la conducta” estableciendo 
unos límites a las interpretaciones que de ello hacen los jueces de ejecución 

de penas, así, a través de la decisión con radicado 6147 del 12 de julio de 
2022 se dijo que:  
 

“Por el contrario, se ha de entender que tal examen debe afrontarse de 
cara a la necesidad de cumplir una sanción ya impuesta, por lo que no 
se trata de un mero y aislado examen de la gravedad de la conducta, 
sino de un estudio de la personalidad actual y los antecedentes de todo 
orden del sentenciado, para de esta forma evaluar su proceso de 
readaptación social; por lo que en la apreciación de estos factores debe 
conjugarse el «impacto social que genera la comisión del delito bajo la 
égida de los fines de la pena, los cuales, para estos efectos, son 
complementarios, no excluyentes».  
 

 
 
Sin embargo, como ya indicó, el análisis de la modalidad de las conductas 

no puede agotarse en su gravedad y tampoco se erige en el único factor para 
determinar la concesión o no del beneficio punitivo, pues ello contraría el 
principio de dignidad humana que irradia todo el ordenamiento penal, dado 

el carácter antropocéntrico que orienta el Estado Social de Derecho 
adoptado por Colombia en la Constitución Política de 1991; y al mismo 

tiempo desvirtuaría toda función del tratamiento penitenciario orientado a 
la resocialización. 
 

Postura que fue confirmada con la decisión AP3348–2022, proferida dentro 
del radicado 61616 del veintisiete (27) de julio de dos mil veintidós (2022), 

 
19 Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sentencia STP4236-2020  RAD 1176/111103. Magistrado Ponente: Dr. Eugenio 
Fernández Carlier.  
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con ponencia del Honorable Magistrado Fabio Ospitia Garzón, donde se 

delimitan los casos en los cuales podrá negarse la libertad condicional en 
virtud de la gravedad del injusto:   

 
Sustentar la negación del otorgamiento de la libertad condicional en la sola 
alusión a la gravedad o lesividad de la conducta punible, solo es posible 

frente a casos en los cuales el legislador ha prohibido el otorgamiento del 
subrogado por dicho motivo, como sucede con los previstos en los artículos 
26 de la Ley 1121 y 199 de la Ley 1098 de 2006, pues, como se dijo en la 

decisión CSJ STP15806–2019, 19 nov. 2019, rad. 107644, atrás citada, «no 
puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la 

alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 
protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con 
prohibiciones expresas frente a ciertos delitos» 

 
El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 

de 2014), con la exequibilidad condicionada declarada por la Corte 
Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña que la finalidad del 
subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda 

cumplir por fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la 
libertad impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible cometida, los 
aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez de 

conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado 
comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado de la 

libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto 
en el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación, 
permiten concluir que en su caso resulta innecesario continuar la ejecución 

de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del 
código penal). 

 
Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 
penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad 

condicional, que presupone la enmienda y readaptación del delincuente y 
efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora 
de la pena. 

 
En suma, no es el camino interpretativo correcto, asociar que la sola 

gravedad de la conducta es suficiente para negar el subrogado de la libertad 
condicional. Ello sería tanto como asimilar la pena a un oprobioso castigo, 
ofensa o expiación o dotarla de un sentido de retaliación social que, en 

contravía del respeto por la dignidad humana, cosifica al individuo que 
purga sus faltas y con desprecio anula sus derechos fundamentales. 
 

Todo lo cual concluye que no es suficiente para negar la libertad condicional 
la gravedad de la conducta o el impacto que esta generó en la sociedad, si 
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se cumplen los demás requisitos objetivos y se ha cumplido con la 

resocialización del penado.  
 

Contrario a lo que fue manifestado por parte del Juez de Primera Instancia, 

lo cierto es que en el caso concreto el fin de la prevención especial positiva 

ya fue cumplido y acreditado a cabalidad por parte de PAOLA FERNANDA 

SOLARTE ENRÍQUEZ, con lo cual no se denota una necesidad de continuar 

con su ejecución.  

 

De esta forma, la prevención especial positiva, entendida como la finalidad 

que el Legislador ha otorgado a la pena en la fase de su ejecución, propugna 

por la búsqueda de la resocialización y la reinserción social del condenado. 

En otras palabras:  

 

“se considera como propio del Estado social de derecho que la 

ejecución de la sanción penal esté orientada por finalidades de 

prevención especial positiva, esto es, en esta fase se debe buscar 

ante todo la resocialización del condenado, obviamente dentro 

del respeto de su autonomía y dignidad puesto que, como se verá 

más adelante, es necesario armonizar estos valores (…) durante 

la ejecución de las penas debe predominar la búsqueda de 

resocialización del delincuente, ya que esto es una consecuencia 

natural de la definición de Colombia como un Estado social de 

derecho fundado en la dignidad humana (CP art. 1º), puesto que 

el objeto del derecho penal en un Estado de este tipo no es excluir 

al delincuente del pacto social sino buscar su reinserción en el 

mismo. Por ello, es lógico que los instrumentos internacionales de 

derechos humanos establezcan esa función resocializadora del 

tratamiento penitenciario.  Así, de manera expresa, el artículo 10 

numeral 3º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 

Naciones Unidas, aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, 

consagra que ‘el (sic) régimen penitenciario consistirá en un 

tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la 

readaptación social de los penados”20.  

 

Estas mismas consideraciones han sido avaladas en sede de Casación Penal 

por parte de la Corte Suprema de Justicia de Colombia, quienes, al realizar 

 
20 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-265 de 2017, M.P.: ALBERTO ROJAS 

RÍOS.  
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un barrido de las instancias internacionales (acumuladas en Colombia por 

vía de su Bloque de Constitucionalidad), reconoció que no se puede 

desconocer que en la fase de ejecución de la pena el fin que se debe buscar 

no es otro que el de la resocialización del penado. En palabras de la Corte:  

 

“En relación con la resocialización del penado, como finalidad del 

tratamiento penitenciario, los instrumentos internacionales 

preceptúan: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

en el artículo 10, numeral 3º, prevé que “el régimen penitenciario 

consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 

reforma y la readaptación social de los penados”. La Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 5.6 dispone 

que las “penas privativas de la libertad tendrán como finalidad 

esencial la reforma y la readaptación social de los condenados”. 

 

Igualmente, las “Reglas mínimas para el tratamiento de los 

reclusos” adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones 

Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 

Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el 

Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 

31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977; 

especialmente, Segunda parte, Reglas aplicables a categorías 

especiales A.-Condenados Principios rectores, numerales 56 a 

66”21. 

 

En ese orden de ideas, estas consideraciones en punto de la finalidad 

expresan que el Legislador le ha asignado a la ejecución de la pena y que ha 

sido reconocida y avalada por la jurisprudencia constitucional y penal 

significa que las autoridades judiciales y administrativas encargadas de la 

vigilancia de la ejecución de una pena no pueden desconocer los límites que 

se trazan con su misma finalidad. En otras palabras:  

 

““En materia punitiva ello significa que la Constitución le fija una 

serie de límites a la facultad del Estado para imponer penas a 

las personas. De tal modo, los seres humanos no pueden ser 

utilizados como ejemplos, lo cual significa que no se les pueden 

imponer “penas ejemplificantes” con el propósito de prevenir que 

 
21 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de Tutela Rad. 89755 de 

24 de enero de 2017, STP864-2017, M.P.: JOSÉ FRANCISO ACUÑA VIZCAYA.  
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otros cometan los mismos delitos. Por otra parte, el principio de 

dignidad humana también supone que el ser humano está 

dotado con la capacidad para arrepentirse, enmendar sus 

errores, resocializarse y volver a contribuir a la sociedad”22. 

 

Significa lo anterior que, si la ejecución de la pena está orientada a la 

protección y reinserción social del penado, entonces la duración de la pena 

no puede ser factor o no depende en modo alguno del fin constitucional y 

legal de la prevención especial positiva. Así, se en la misma sentencia 

dictada en precedencia por parte de la Corte Constitucional se tiene 

entonces que la verificación del cumplimiento del fin de la pena de la 

prevención especial positiva no depende de la duración de la misma sino de 

factores tales como la buena conducta e intento de resocialización del reo. 

Así, mismo lo ha reconocido la doctrina mayoritaria en el tema, al afirmar 

que:  

 

“(…) la ejecución de la pena está orientada a la protección y 

reinserción social del reo, pero la duración de la pena no depende 

en modo alguno de fines de prevención especial. Con todo, es 

posible que la ley supedite a ciertas condiciones preventivo-

especiales, no la duración máxima de la pena, sino el 

otorgamiento del subrogado o sustituvo de la libertad condicional 

o la concesión de determinados beneficios penitenciarios, que 

bien pueden operar bajo condición de haber observado buena 

conducta, trabajado determinado número de horas, no haber 

intentado la fuga ni cometido nuevos delitos durante la ejecución, 

etc. Lo que resultaría equivocado y poco equitativo sería negar 

estos beneficios por circunstancias de culpabilidad o 

personalidad que han sido o debido ser tenidas en cuenta en la 

condena, ya que en este momento avanzado de la ejecución no 

se trata de apreciar la personalidad al momento del hecho, sino 

al momento final de la ejecución penitenciaria”23. 

 

De esta forma, no puede concluirse algo diferente a que el fin resocializador 

de la pena, a través de distintos mecanismos que pueden ser utilizados por 

 
22 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-288 de 2015, M.P.: MAURICIO 

GONZÁLEZ CUERVO.  
23 FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, J: Derecho Penal Parte General Principios y Categorías 

Dogmáticas. Edit. Ibáñez, Bogotá, 2013, pág. 414 y 415. 
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el reo durante su ejecución, tiene la finalidad de potenciar las calidades de 

los penados y de prepararlos para la vida en libertad, por lo que al cumplirse 

dicha finalidad se tiene que la reincorporación del condenado a la vida social 

se manifiesta como una garantía material, como un derecho, ya no se trata 

de la imposición estatal de un esquema de valores, sino en crear bases para 

que el individuo se desarrolle libremente y pueda reincorporarse de manera 

satisfactoria a la vida en sociedad24. 

 

E. Adecuado desempeño en situación de persona privada de la libertad. 

 

Finalmente nos corresponde poner de presente de manera enfática, que no 

compartimos lo expuesto por el juzgado de ejecución de penas el manifestar: 

 

“No obstante a que se haya emitido resolución favorable para la sentenciada 

PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ por parte del centro de reclusión, no 

se puede dejar pasar por alto que no se remitió para efectos de verificar que 

el proceso de resocialización haya surtido el efecto deseado, y si realmente el 

proyecto de vida dirigido a ese propósito haya cumplido con los fines previstos 

a los largo del tratamiento penitenciario, ni tampoco en una eventual libertad 

condicional el proyecto de vida que cursará en la sentenciada ya en libertad.” 

 

En primer lugar, desde ningún punto de vista, puede usarse para efectos de 

no conceder la libertad a mi defendida el argumento de que el INPEC 

(entidad pública) no remitió una documentación, ya que el juez posee 

amplias potestades legales para requerir la información que necesita. Sin 

que para nada pueda esta situación configurar algún parámetro negativo 

para la no procedencia de la libertad de mi prohijada.  

 

No obstante, lo anterior, el INPEC valida la clasificación de la fase de 

Mediana Seguridad mediante la Resolución 129-043-2021 del 26/10/2021 

en la cual el Consejo de Evaluación y Tratamiento certifica que dando el 

seguimiento y análisis del caso se ubica en fase de Mediana Seguridad. Y 

EN ESTA VALIDACION SE INCLUYE LA INFORMACION QUE DICE EL JUEZ 

DE PRIMERA INSTANCIA NO POSEE.  

 

 
24 Corte Constitucional de Colombia. Sentencias: C-430 de 1996, C-144 de 1997, C-1404 

de 2000, C-1510 de 2000,  C-806 de 2002, C-979 de 2005, C-384 de 2014, T-718 de 1999, 

T-635 de 2008, T-061 de 2009, T-213 de 2011, T-448 de 2014, entre otras. 
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Esta certificación se expide conforme a los Artículos 143 y 144 de la Ley 65 

de 1993 los cuales establecen: 

 

“Art 144 Fases del Tratamiento (…)  los programas de educación 

penitenciaria son obligatorios en las tres primeras fases para todos los 

internos, sin que esto excluya el trabajo. La sección educativa del 

INPEC suministrará las pautas para estos programas, teniendo en 

cuenta que su contenido debe abarcar todas las disciplinas orientadas 

a la resocialización del interno.” 

 

La clasificación en la fase de Mediana Seguridad, reconocida a mi 

representada por sí misma valida el cumplimiento de los programas de 

resocialización establecidos por el INPEC entre los cuales se encuentra los 

programas misión carácter y misión familia requisitos establecidos y 

cumplidos para ser clasificados en esta fase. Dice el Señor Juez de ejecución 

de penas de manera equivocada:  

 

“Tampoco está determinado para la sentenciada PAOLA FERNANDA 

SOLARTE ENRÍQUEZ cómo a través del tratamiento penitenciario se 

reincorpora a la sociedad, cómo reestructurará sus relaciones 

personales, sociales, familiares y laborales para determinar que el 

proceso de resocialización cumplió sus fines.” 

 

Este párrafo desconoce de manera flagrante que más allá de asistir a 

programas de capacitación, mi representada ha venido ejerciendo de 

manera continua, ininterrumpida y responsable, la labor de madre y jefe de 

hogar. Adicionalmente desconoce toda la política y filosofía implicita en la 

Ley 65 de 1993 y en todas las normas que regulan el proceso de 

resocialización que de manera progresiva, a través de todos los programas 

que se han cumplido y se han certificado por el INPEC, se ha verificado y 

cumplido los parámetros expuestos en la ley para probar como a PAOLA 

SOLARTE, “A través del tratamiento penitenciario se reincorpora a la 

sociedad, cómo reestructurará sus relaciones personales, sociales, familiares 

y laborales para determinar que el proceso de resocialización cumplió sus 

fines.” 

 

De tal forma que la decisión de primera instancia no tiene en cuenta estos 

aspectos y omite deliberadamente toda la información brindada sobre el 
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informe psicológico adjunto o sobre la formación académica adicional 

brindada en la solicitud.  

 

Bajo el principio procesal de priorizar lo sustancial sobre lo formal, es claro 

que todo el tratamiento penitenciario que se ha certificado en el caso de mi 

defendida como SATISFACTORIO y EJEMPLAR lleva implícito conforme a 

los parámetros de ley recientemente mencionados, que mi defendida y su el 

proceso de resocialización ha surtido el efecto deseado, y que realmente el 

proyecto de vida dirigido a ese propósito ha cumplido con los fines previstos 

a lo largo del tratamiento penitenciario.  

 

Obsérvese como con razón de la fase de tratamiento en la que se encuentra 

mi representada, se le ha concedido el beneficio de 72 horas, que 

precisamente parte del presupuesto de haber cumplido con excelencia las 

anteriores fases de su tratamiento que dan por sentado estos parámetros que 

echa de menos el A quo. 

 

Finalmente, téngase en cuenta que precisamente fue el INPEC, quien remitió 

al juez de ejecución de penas el concepto de cumplimiento de “todos” los 

requisitos para acceder a la libertad condicional, lo cual como es obvio incluye 

y valida el estudio en una eventual libertad condicional el proyecto de vida 

que cursará en la sentenciada ya en libertad. 

 

Fase del proceso en el que se encuentra 

 

En cuanto a la fase en la que se encuentra la señora PAOLA FERNANDA 

SOLARTE ENRÍQUEZ, se tiene en el proceso informe al respecto, acorde con 

la Resolución 7302 de 2005 expedida por el INPEC, por lo cual sobre este 

aspecto hay elementos de juicio que permitan inferir que el penado se 

encuentra en fase de mediana seguridad, y por la cual se aprobó la propuesta 

del beneficio administrativo de hasta por 72 horas 

 

Beneficio que ha disfrutado observando buena conducta, retornando al 

lugar de reclusión en debida forma y demostrando la capacidad para hacer 

parte de la sociedad. 
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V. PETICIÓN CONCRETA 

 
Por todo lo expuesto en precedencia, respetuosamente me permito elevar las 

siguientes peticiones concretas:  
 
PRIMERA: que se REVOQUE la decisión de primera instancia adoptada 

mediante Auto Interlocutorio 571 del doce (12) de octubre de dos mil 
veintidós (2022) del Juzgado 12 de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de Bogotá, por medio del cual negó el reconocimiento de la 

Libertad Condicional en favor de PAOLA FERNANDA SOLARTE ENRÍQUEZ.  
 

SEGUNDA: que se OTORGUE y RECONOZCA a favor de PAOLA FERNANDA 
SOLARTE ENRÍQUEZ el beneficio de la Libertad Condicional. 
    

VI. PRUEBAS Y ANEXOS 
 

Las mismas que se delimitaron en la solicitud de reconocimiento de la 
Libertad Condicional inicial, y que obran en el expediente.  
 

- Decisión del Juzgado Veinticuatro (24) de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., proferida seis (6) de octubre de 
dos mil veintidós (2022), dentro del radicado No. 11001-60-00-000-

2017-002124-00 NI 55296 por medio de la cual se otorga la libertad 
condicional al señor ORLANDO FAJARDO CASTILLO.  

 
 

VII. COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES 

 
Las comunicaciones y notificaciones se recibirán en las siguientes:  

 
- Dirección: Carrera 19A N° 90 – 13, Oficinas 601 y 602, Edificio 90 

Oficinas, Bogotá D.C. 

- Correo electrónico: alfredo@rodriguezmontana.net  
 
Cordialmente, 

 

 
 
ALFREDO RODRÍGUEZ MONTAÑA 

C.C. No. 79.649.714 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 92.513 del C. S. de la J. 
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